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La Organización Mundial de la Salud (OMS) define la salud como "un estado de bienestar físico,
mental y social y no solamente la ausencia de afecciones o enfermedades". La salud se presenta así
como un valor colectivo, un derecho social inherente a la condición de ciudadanía, que debe ser
asegurado sin distinción de raza, religión, ideología política o condición socio-económica. Un bien
de todos. En una publicación de 2000, la ONU refuerza este concepto señalando cuatro condiciones
mínimas  para  que  un  Estado  garantice  el  derecho  a  la  salud  a  su  pueblo:  la  disponibilidad
financiera, accesibilidad, aceptabilidad y calidad de los servicios de salud pública del país.

En el contexto brasileño, la Constitución de 1988 considera la salud derecho de todos y deber del
Estado. Para garantizar este derecho, se creó el Sistema Único de Salud (SUS) que se basa en tres
pilares: la universalidad, la igualdad en el acceso y la integralidad de la atención. La creación del
SUS fue, sin duda, un gran logro democrático. Antes de él, sólo las personas con un contrato formal
de trabajo o que estaban vinculados a la seguridad social tenían acceso a los servicios de salud
pública. Hoy en día, 28 años después, y a pesar de que el sistema tenga problemas financieros,
políticos y administrativos, el SUS se mantiene para todos y muchas políticas públicas han florecido
sobre esta base.

La integralidad, uno de los principios del SUS, se refiere a una comprensión más amplia del ser
humano.  Según  lo  establecido  por  la  Constitución  brasileña,  el  sistema  de  salud  debe  estar
preparado para escuchar al usuario, entenderlo en su contexto social y, a partir de ello, satisfacer sus
demandas y necesidades, prestando atención a la prevención de enfermedades o trastornos de la
salud. De acuerdo con el texto constitucional, el Estado tiene el deber de proporcionar una atención
integral, con prioridad a las actividades preventivas  sin perjuicio de los servicios de asistencia. Para
satisfacer esta necesidad de la población, el Estado debe establecer un conjunto de acciones que van
desde la prevención hasta la atención curativa en los distintos niveles de complejidad.

Sin embargo, este concepto ha permitido una interpretación que el SUS debe garantizar "todo a
todos". La confrontación  de la realidad presupuestaria con este punto de vista, casi acrítico, que
todo  debe  ser  ofrecido,  por  tratarse   de  un  derecho  del  ciudadano,  también  ha  contribuido  al
creciente fenómeno de la judicialización de la salud. En Brasil, la carga de los juicios en materia de
salud recae con más frecuencia sobre los gestores públicos, aunque también llegan al sector privado,
en  particular  a  la  medicina  complementaria  o  prepagada.  El  mandato  judicial  o  tutela,  la
herramienta judicial de protección de los derechos de los ciudadanos, se utiliza en el SUS para que
pueda  acceder  a  procedimientos  quirúrgicos  o  medicamentos,  por  lo  general  de  alto  costo,
necesarios  para  su  supervivencia.  La  cuestión  es  objeto  de  aun  mayor  controversia  cuando  la
decisión judicial llega a terapias experimentales, aun sin eficacia comprobada o no aprobadas por
los  organismos  de  control  del  país,  o  bien  cuando  no  integran  el  conjunto  de  procedimientos



presentes en los protocolos clínicos del SUS. Otro punto que hace compleja la judicialización para
el SUS es la falta de definición de responsabilidades entre los niveles federal, estatal y municipal.
La  jurisprudencia  mayoritaria  de  la  Suprema Corte  del  País  (STF)  es  en  el  sentido  de  que  la
responsabilidad de las acciones y servicios de salud es obligación solidaria  entre la Unión, los
estados y los municipios.

Es indiscutible que la integralidad prevista en la Constitución brasileña es un logro que califica al
SUS como la principal política de inclusión social de la historia del país. Hay logros notables en el
sistema.  La  distribución  gratuita  de  medicamentos  para  diversas  enfermedades  crónicas  y  la
reconocida  política  nacional  para  enfermedades  sexualmente  transmisibles  como  el  SIDA son
ejemplos  de  iniciativas  que  surgen  desde  la  perspectiva  de  pensar  la  salud  como  un  derecho
universal.

No se puede ignorar, sin embargo, la realidad de la escasez económica y del subfinanciamiento de la
salud, lo que podría empeorar aún más con la implementación de la Desvinculación de Ingresos de
la Unión, extendida y ampliada por la Enmienda Constitucional Nº 93 del 8 de septiembre de 2016,
que  autorizó  al  gobierno  federal  reasignar  libremente  el  30%  de  los  ingresos  por  impuestos,
contribuciones sociales y de la intervención en dominio económico (CIDE), que hoy en día están
designados por determinación constitucional o legal a órganos, fondos o gastos específicos. Otros
factores, tales como el envejecimiento de la población y la incorporación de nuevas tecnologías de
alto costo, se suman a la escasez económica y el subfinanciamiento de la salud para llevarnos a una
encrucijada entre lo que es un derecho y lo que es posible.

Para salir de esta encrucijada y establecer un nuevo pacto social en cuestión de salud, es esencial la
movilización y la politización de la sociedad. La movilización de los ciudadanos por esta causa no
es imposible, como lo ha demostrado el Movimiento “Salud + 10” promovido por la Asamblea
Legislativa de Minas Gerais, que logró que más de dos millones de votantes firmaran su apoyo al
proyecto de ley que requiere que la Unión asigne al menos el 10% de sus ingresos brutos corrientes
para la salud pública.

Esperamos que la realización de este Encuentro Internacional sea un incentivo adicional para la
movilización  colectiva  y  que  pueda  generar  subsidios  para  una  revisión  de  los  conceptos
subyacentes  a  la  lógica  de  funcionamiento  del  SUS.  Durante  el  evento,  nuestro  objetivo  es
promover el intercambio de información con el fin de comparar las estrategias utilizadas por los
distintos países para garantizar el derecho a la salud de sus poblaciones, discutir la conciliación de
la  prestación  de  servicios  a  las  realidades  presupuestarias,  así  como  el  fenómeno  de  la
judicialización de la salud y las implicaciones éticas y humanísticas. De esa manera, esperamos
contribuir para la aclaración de los conceptos de integralidad y universalidad, pilares del Sistema
Único de Salud de Brasil.
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